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Sobre: 
Cobro de Dinero 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, el Juez 

Sánchez Ramos y la Juez Gómez Córdova1   
 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 5 de septiembre de 2018. 

I. 

El 21 de abril de 2006, el abogado Joshua M. Ambush 

Ambush,2 presentó una Demanda en nombre de ciertas víctimas de 

la Masacre del Aeropuerto de Lod, en el Tribunal de Distrito de los 

Estados Unidos para el Distrito de Columbia en contra de, entre 

otras partes, Libia --caso Vega Franqui, et al. v. Siria, et al--. Entre 

los demandantes representados por Ambush se encontraban, 

Tomás Guzmán Rosado, Carlos Guzmán Rosado, Mariano Guzmán 

Rosado y Rosa Maria Guzmán Rosado, hijos sobrevivientes de la Sra. 

Carmen Eneida Guzmán Rosado, una de las personas asesinadas 

en el famoso ataque.3 

                                                 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2018-194 de 5 de septiembre de 2018, por 

encontrarse justificadamente fuera del Tribunal la Jueza Grana Martínez se 

designa en sustitución a la Juez Gómez Córdova para entender y votar en el 

recurso de epígrafe. 
2 El abogado Joshua M. Ambush, quien está admitido a la práctica en el Estado 

de Maryland, así como a los Tribunales de Distrito de los Estados Unidos para los 

distritos de Washington, D.C., y Maryland, dirige el bufete legal Law Offices of 

Joshua M. Ambush, LLC. (“LLC”). 
3 Ambush también brindó servicios de asesoría legal a Gilberto Guzmán Ramos, 

Luz Minerva Guzmán Ramos, Zulma Iris Guzmán Ramos, Miguel Angel Guzmán 
Fuentes, Milton Manuel Guzmán Fuentes, Adela Guzmán Fuentes, Marisol 

Guzmán Fuentes, Adán Guzmán Fuentes, Juan Pacheco Guzmán, Laura C. 

Pacheco Guzmán, Edwin Pacheco Guzmán, Lydia Esther Pacheco Guzmán, 
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Luego de que los gobiernos de Libia y Estados Unidos 

suscribieran un acuerdo de transacción, en el que Libia establecería 

un fondo de indemnización para las víctimas de los ataques, 

incluyendo las víctimas de la Masacre del Aeropuerto de Lod, 

Ambush recibió una correspondencia del Departamento de Estado 

notificándole sobre el procedimiento a seguir para obtener la 

indemnización que le correspondía.4 Solo se habría de procesar la 

reclamación por muerte ilegal de la Sucesión de la Sra. Guzmán 

Rosado, después de recibir todos los documentos requeridos. 

A esos fines, el 16 de diciembre de 2008, Lourdes Domenech 

Guzmán y Carlos Guzmán Rosado suscribieron un Contrato de 

Servicios Legales con Ambush retroactivo al 28 de septiembre de 

2001. Lourdes Domenech Guzmán firmó dicho Contrato por sí, y 

como representante de las sucesiones de Rosa María Guzmán 

                                                 
Leonor Pacheco Guzmán, David Pacheco Guzmán, Wilfredo Pacheco Guzmán, 
Maritza Pacheco Guzmán, Noelia Pacheco Guzmán, Milagros Pacheco Guzmán, 

Adela Guzmán, Magdalena Guzmán, Damaris Pacheco Lozada y Eric Pacheco 

Lozada (en conjunto, los “Demandados representados por el Lcdo. Carlos Lopez 

Lopez”) en relación al Caso Vega Franqui desde el año 2009 al 2010. 
4 El Departamento de Estado estableció un proceso de reclamaciones 
administrativas que requerían un número de prerrequisitos que debían ser 

satisfechos para que una reclamación tuviera mérito. Por cada víctima en cuyo 

nombre se presentó una reclamación por muerte ilegal, el Departamento de 

Estado requería: 1. Una declaración que (1) identifique a [Ambush] como 

representante de [su] cliente(s) quienes (son) el (co-) representante, albacea o 

administrador de la sucesión del nombrado difunto y quien presentó la demanda 
por muerte ilegal contra Libia en [Vega] Franqui v. República Arabe de Siria et al. 

(D.D.C.) 06-cv-734; [y] (2) reconozca que “hacer una declaración falsa ante el 

gobierno federal teniendo conocimiento y de manera intencional es un crimen (18 

U.S.C. § 1001), y que yo declaro bajo penalidad de perjurio que lo anterior es 

verdadero y correcto”; 2. Anejo A: Una copia de la demanda de Vega Franqui, 
presentado ante la corte federal de distrito, donde se identifica la reclamación 

pertinente por muerte ilegal. 3. Anejo B: Una copia fechada de la orden del 

tribunal desestimando todas las reclamaciones en [Vega] Franqui en contra de 

Libia [...] 4. Anejo C: una copia (o copias) del relevo proporcionado por el 

Departamento de Estado suscrito después de que se haya desestimado el caso en 

contra de los mencionados en el párrafo 3 suscrita por cada representante, 
albacea o administrador tanto individualmente como en su calidad de 

representante, albacea o administrador de la sucesión de la nombrada difunta [en 

este caso se refiere a la Víctima] 5. Anejo D: prueba legal de la autoridad de cada 

(co-_) representante, albacea o administrador para actuar en nombre de la 

sucesión de la nombrada difunta [Víctima]. 6. Anejo E: Prueba de la fecha y causa 
de muerte de la nombrada difunta [Víctima] en forma de un certificado de 

defunción o de cualquier otro documento similar. 7. Anejo F: Una lista de los 

beneficiarios de la reclamación por muerte ilegal y prueba de que son los 

beneficiarios designados de la sucesión. 8. Anejo G: prueba de la nacionalidad 

(por ejemplo, certificado de nacimiento, documentos de naturalización o 

pasaporte) de los beneficiarios que figuran en el Anejo F desde la fecha de 
fallecimiento de la difunta hasta la actualidad. 9. Anejo H: instrucciones de pago 

para la transferencia de $10 millones para la sucesión que figura en el párrafo 1... 
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Rosado y de Carmen Eneida Guzmán Rosado. Las partes acordaron 

que pagarían a Ambush un 10% en concepto de honorarios de 

abogados, de cualquier cantidad que recobraran, más los gastos en 

que incurriera. De igual forma, el 2 de julio de 2009, Tomás Guzmán 

Rosado suscribió un Contrato de Representación Legal en el que 

acordó pagarle a Ambush como honorarios de abogado, el 10% de 

cualquier suma que recobrara por la muerte de Carmen Eneida 

Guzmán Rosado, más los gastos incurridos por Ambush. 

El 27 de noviembre de 2009, Lourdes Domenech Guzmán, en 

su calidad de representante de los miembros de la Sucesión de la 

Sra. Guzmán Rosado, ratificó en una declaración jurada que los 

miembros de la Sucesión habían contratado a Ambush como su 

abogado para las reclamaciones relacionadas con la muerte ilegal de 

la Sra. Guzmán Rosado, y que ellos habían acordado pagar a 

Ambush como honorarios de abogado un 10% de la compensación, 

más los gastos incurridos. 

El 6 de octubre de 2010, el Departamento de Estado notificó 

a los miembros de la Sucesión, a través de Ambush, que, debido a 

conflictos en cuanto a la representación legal de la Sucesión y a 

dudas sobre la autoridad de Lourdes Domenech Guzmán, el 

Departamento ahora requería una orden de un tribunal para la 

designación de un representante de la Sucesión. Por ello, Ambush 

renunció a la representación legal de la Sucesión el 14 de octubre 

de 2010, debido a lo que éste catalogó como un conflicto de 

intereses. Para la fecha de la renuncia de Ambush, se habían 

presentado todos los documentos requeridos para completar la 

reclamación ante el Departamento de Estado de los Estados 

Unidos.5 

                                                 
5 Esto, a excepción de la otorgación de un poder especial que debían firmar dos 

menores que estaban representados por su madre, y un nuevo “release” que debía 
firmar la Sra. Lourdes Domenech Guzmán, esta vez, con una fecha posterior a la 

fecha en que los menores otorgaran los poderes.  
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Así las cosas, el 20 de marzo de 2012, el Departamento de 

Estado depositó la indemnización de $10 millones del Fondo con la 

secretaria del Tribunal de Primera Instancia. El 80% de los $10 

millones depositados fue distribuido entre los miembros de la 

Sucesión. El 20% restante se consignó en espera de resolver asuntos 

sobre pagos de honorarios de abogados y pagos que el Centro 

alegaba que tenía derecho a recibir.  

El 14 de octubre de 2013, Ambush instó la Demanda de cobro 

de dinero que originó el caso de epígrafe. Alegó, en apretada síntesis, 

que los descendientes de María Luisa Guzmán Rosado, Gilberto 

Guzmán Rosado y Miguel Angel Guzmán Rosado, a pesar de haber 

recibido su indemnización, no le habían satisfecho los honorarios ni 

gastos por los servicios legales que les brindó. 

Luego de varios trámites procesales, el 24 de enero de 2018, 

Ambush presentó Moción de Sentencia Sumaria. Solicitaron que el 

Tribunal de Primera Instancia determinara que los Demandados 

tienen la obligación de pagarle ciertas sumas de dinero en concepto 

de honorarios de abogados, gastos, costas, intereses y honorarios de 

abogado por temeridad. El 20 de febrero de 2018 y 2 de abril de 

2018, los Demandados se opusieron mediante Oposición a Moción 

Solicitando Sentencia Sumaria y solicitud para que se dicte sentencia 

sumaria a favor de los Codemandados aquí comparecientes. 

El 12 de abril de 2018, Tribunal de Primera Instancia emitió 

una Resolución denegando la Moción de Sentencia Sumaria. El 13 de 

junio de 2018, notificada el 25 de junio, el Foro recurrido emitió 

Resolución denegando la Moción Urgente de Reconsideración 

presentada por Ambush. Dicho Foro expuso, que, las 

determinaciones y conclusiones contenidas en su Resolución fueron 

basadas, entre otras, en el conocimiento judicial que adquirió motu 

proprio. Por esa razón, el 23 de julio de 2018, Ambush recurrió ante 
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nos mediante Petición de Certiorari. Acompañó la misma con Moción 

en Auxilio de Jurisdicción. Plantea: 

a. Erró el TPI al tomar conocimiento judicial de 
hechos impertinentes e inadmisibles contenidos en 
procedimientos, sentencias y resoluciones dictadas en 

otros pleitos. 

b. Erró el TPI al tomar conocimiento judicial de 
un contrato que ninguna de las partes ha presentado 

como anejo o prueba en este caso, en el que los 
Peticionarios no son parte, en el que una parte del 
acuerdo no es parte en este pleito y que no ha sido ni 

podría ser autenticado como prueba en este caso. 

c. Erró el TPI al tomar conocimiento judicial de 
una estipulación en la que los Peticionarios no fueron 

parte e imponerle los efectos de la estipulación, cuando 
ésta no es vinculante en cuanto a los Peticionarios.  

d. Erró el TPI al determinar que el contrato de 
representación legal de los Peticionarios tenía vicios de 

conflicto de interés por interferir con otro contrato.  

e. Erró el TPI al determinar que la validez del 
contrato firmado por Tomás Guzmán Rosado está en 

controversia, ya que ninguna de las partes sometió 
prueba alguna en contrario. 

Por las razones que expondremos a continuación, denegamos 

la expedición del Auto y, por consiguiente, declaramos no ha lugar 

la Moción en Auxilio de Jurisdicción. 

II. 

Como sabemos, el auto de certiorari es un vehículo procesal 

extraordinario de naturaleza discrecional, mediante el cual 

tribunales de mayor jerarquía corrigen errores cometido por un 

tribunal inferior.6 Esa discreción que ostentamos para expedir un 

auto de certiorari es una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera. Lo 

anterior no significa poder actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del derecho, porque, ciertamente, eso 

constituiría un abuso de discreción.7 

                                                 
6 Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 
630, 637 (1999); Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 

(2011). 
7 Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); Negrón v. Srio. de Justicia, 

154 DPR 79, 91 (2001).   
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Según ha reiterado el Tribunal Supremo de Puerto Rico, en la 

misión de hacer justicia la discreción es el más poderoso 

instrumento reservado a los jueces.8 La discreción se nutre “de un 

juicio racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, 

sin tasa ni limitación alguna”.9 Tampoco significa “poder para 

actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

Derecho”.10 

El Reglamento de este Tribunal Intermedio de Apelaciones, 

contiene unas guías específicas que regulan esa discreción. La Regla 

40 de dicho Reglamento,11 dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la expedición de un 
auto de certiorari o de una orden de mostrar causa:   

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 

 

                                                 
8 Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 725 (1981). 
9 Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 (2012), citando a Santa Aponte 

v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 770 (1977); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 459 
(2011). 
10 Pueblo v. Hernández García, supra, citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de 
Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997).  
11 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40. 
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III. 

Sostiene Ambush, que su recurso cumple con todos los 

criterios contenidos en la precitada Regla 40. Según él, la 

disposición de la decisión recurrida es contraria a derecho, pues 

basó la Resolución denegando su Moción de Sentencia Sumaria en 

una serie de aseveraciones, determinaciones de hechos y 

conclusiones en cuanto a asuntos que no formaron parte de los 

escritos sometidos por las partes ni del expediente del caso. En otras 

palabras, cuestiona el que el Tribunal de Primera Instancia 

considerara su conocimiento judicial obtenido motu proprio, sobre 

hechos impertinentes e inadmisibles en evidencia, para determinar 

hechos que no están en controversia. Es decir, Ambush no 

cuestiona el resultado –denegatoria de solicitud de sentencia 

sumaria--, sino la forma en que se llegó al mismo --a base de 

conocimiento judicial--.  Sostiene por ello, que la expedición del auto 

y la resolución a su favor evitaría un fracaso de la justicia. No tiene 

razón. Declinamos su invitación a intervenir en esta etapa de los 

procedimientos. Veamos por qué. 

Como ya hemos señalado, la disposición esgrimida por 

Ambush en su pretensión de que intervengamos con la decisión del 

Foro de primera instancia, se activa en aquellos casos en que, no 

intervenir en esta etapa, se causa un fracaso de la justicia. En este 

caso, las determinaciones de hechos no controvertidas expuestas 

por el Foro recurrido al denegar la solicitud de sentencia sumaria 

pueden revisarse por Ambush cuando se adjudique finalmente la 

controversia, si es que se adjudicara en su contra. Sobre todo, 

cuando él ya ha levantado objeción en cuanto a la forma en que se 

consideraron los mismos, es decir, mediante la alegada utilización 

incorrecta del mecanismo de conocimiento judicial. 

Al respecto, conviene recordar, que, cuando se deniega 

expedir un auto de certiorari bajo los criterios de la precitada Regla 
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40, ello no constituye una adjudicación en los méritos de la 

controversia planteada. La final adjudicación que del caso haga el 

foro de primera instancia permitiría a la parte afectada acudir en su 

revisión al foro correspondiente mediante el procedimiento 

dispuesto por ley.12  

IV. 

 Conforme la norma jurídica antes expuesta, denegamos el 

auto de Certiorari y, en consecuencia, declaramos No Ha Lugar la 

Moción de Solicitud de Paralización de los Procedimientos en Auxilio 

de Jurisdicción. 

Notifíquese inmediatamente. 

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                 
12 Negrón v. Srio. de Justicia, supra; García v. Padró, 165 DPR 324 (2005).   


